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1. Introducción
La Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales tiene mayor énfasis a partir de la mitad de la década pasada en adelante. Durante sus primeras dos décadas de existencia la Corte Interamericana prácticamente solo trató casos de violaciones a derechos civiles y políticos. Entonces, naturalmente, con nuevos casos, nuevas demandas y situaciones cada vez más complejas, en los últimos años la Corte ha podido desarrollar una jurisprudencia interesante en ese tema. 
De inicio quiero hacer una precisión respecto del marco normativo aplicable por la Corte Interamericana, pues la Convención Americana sobre Derechos Humanos únicamente define y reglamenta derechos del espectro civil y político. Los derechos económicos y sociales fueron "concentrados" en un único artículo (de número 26
), el cual hace entonces referencia a los derechos mencionados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA). Posteriormente, en 1988, se aprobó un Protocolo Adicional específico sobre DESC, en el cual los derechos económicos y sociales fueron mejor definidos y precisados. Desafortunadamente ese Protocolo prescribe que solamente dos derechos serán objeto de peticiones individuales ante el Sistema Interamericano: el derecho a la educación (artículo 13) y el derecho a la representación sindical (artículo 8.a). 
No es mi intención hablar en profundidad sobre el tema de justiciabilidad directa o indirecta de los DESC en el Sistema Interamericano, pero, a pesar de esa limitación formal, la Comisión y la Corte Interamericana han tratado el tema, en general haciendo una interpretación de los derechos a la vida, a la integridad personal a través de una perspectiva de interdependencia e indivisibilidad de derechos a la luz de otros instrumentos internacionales y también con base en el principio de no discriminación, que como la Corte Interamericana afirma reiteradamente, adquirió el carácter de jus cogens. 

A partir de 2005 yo destaco principalmente casos respecto de pueblos indígenas y su derecho ancestral a la tierra como tema principal, lo que tiene implicaciones en la garantía de los derechos a la vida, a la salud, a la vivienda, alimentación, agua e identidad cultural. 
La Corte Interamericana tiene una jurisprudencia innovadora en esa materia que viene incentivando los Estados de las Américas a implementar medidas tanto para combatir las violaciones de derechos humanos declaradas en las respectivas sentencias como a implementar políticas públicas dirigidas a resolver los temas de fondo, estructurales que llevaron a aquellas situaciones. Eso lo menciono por la relevancia con el tema de la sesión pero no es mi objetivo principal. 
Lo que realmente quiero hacer es hablar de tres casos decididos en 2012 y 2013. En esos tres casos la Corte dio pasos muy concretos en la definición y en el establecimiento de criterios de implementación de políticas públicas relacionadas a algunos derechos sociales y de combate a la discriminación de género, por discapacidad y orientación sexual. En todos eses casos la Corte incorporó los desarrollos ocurridos en otros sistemas, tanto regionales como de Naciones Unidas, para justificar sus decisiones.
Caso Furlan Vs. Argentina: discapacidad
Caso Fertilización In Vitro Vs. Costa Rica: derechos reproductivos, discriminación de género y por discapacidad
Caso Atala Riffo Vs. Chile: discriminación por orientación sexual

A. Caso Furlan
El caso Furlan se refiere a un niño de 14 años, de una familia muy humilde, que sufrió un incidente en una instalación militar abandonada, lo que le causó discapacidad física y mental. Entonces, el tratamiento médico del niño y, posteriormente, del adulto con discapacidad, dependía del pago de una indemnización judicial, lo que tardó muchísimo y acabó siendo insuficiente. Ese caso involucraba factores de vulnerabilidad, priorización y mayor diligencia en la tramitación y resolución de un caso judicial. 
Al respecto, la Corte observó que a partir de las definiciones sobre discapacidad contenidas en las Convenciones interamericana y de Naciones Unidas sobre el tema, la discapacidad no se define exclusivamente por la presencia de una deficiencia física, mental, intelectual o sensorial, sino que se interrelaciona con las barreras o limitaciones sociales para que las personas puedan ejercer sus derechos de manera efectiva. 

En su Sentencia la Corte estableció que los Estados deben promover prácticas de inclusión social y adoptar medidas de diferenciación positiva para remover esas barreras. El Tribunal hizo referencia a la situación agravada de vulnerabilidad de la víctima, por ser menor de edad con discapacidad viviendo en una familia de bajos recursos económicos, razón por la cual correspondía al Estado el deber de adoptar todas las medidas adecuadas y necesarias para enfrentar esa situación, en especial, para el caso concreto, con el deber de celeridad en los procesos civiles analizados, de los cuales dependía una mayor oportunidad de rehabilitación. 

Como reparaciones, y quizás esa es la parte más importante de ese panel, la Corte ordenó al Estado: 
i. conformar un grupo interdisciplinario, el cual, teniendo en cuenta la opinión de la víctima, determinará las medidas de protección y asistencia que serían más apropiadas para su inclusión social, educativa, vocacional y laboral; 
ii. adoptar las medidas necesarias para asegurar que al momento en que una persona sea diagnosticada con graves problemas o secuelas relacionadas con discapacidad, le sea entregada a la persona o su grupo familiar una carta de derechos que resuma en forma sintética, clara y accesible los beneficios que contempla la normatividad argentina.

B. Caso Artavia Murillo (Fertilización In Vitro)
Ese segundo caso que menciono es muy sencillo: se trata de la prohibición absoluta del tratamiento de fertilización in vitro a parejas con discapacidad reproductiva en Costa Rica. 
En ese caso la Corte Interamericana indicó que:

i. el derecho a la vida privada se relaciona con: a) la autonomía reproductiva, y b) el acceso a servicios de salud reproductiva, lo cual involucra el derecho de acceder a la tecnología médica necesaria para ejercer ese derecho;

ii. los derechos a la vida privada y a la integridad personal se hallan también directa e inmediatamente vinculados con la atención de la salud; 

iii. la falta de salvaguardas legales para tomar en consideración la salud reproductiva puede resultar en un menoscabo grave del derecho a la autonomía y la libertad reproductiva; 

iv. respecto a los derechos reproductivos, indicó que se basan en el reconocimiento del derecho básico de todas las parejas e individuos a decidir libre y responsablemente el número de hijos, el espaciamiento de los nacimientos y el intervalo entre éstos y a disponer de la información y de los medios para ello y el derecho a alcanzar el nivel más elevado de salud sexual y reproductiva.

La injerencia a través de la prohibición absoluta de la fertilización in vitro no se encuentra relacionada con el hecho de que las familias hayan o no podido tener hijos, por lo que la injerencia se circunscribe a la posibilidad de tomar una decisión autónoma sobre el tipo de tratamientos que querían intentar para ejercer sus derechos sexuales y reproductivos.

Teniendo en cuenta la definición desarrollada por la Organización Mundial de la Salud (OMS) según la cual la infertilidad es una enfermedad del sistema reproductivo, la Corte consideró que las personas con infertilidad en Costa Rica, al enfrentar las barreras generadas por la decisión de la Sala Constitucional, debían considerarse protegidas por los derechos de las personas con discapacidad, que incluyen el derecho de acceder a las técnicas necesarias para resolver problemas de salud reproductiva. Dicha condición demandaba una atención especial para que se desarrollara la autonomía reproductiva.
Al respecto, el Tribunal resaltó que se interrumpió el proceso inicial de la FIV (inducción a la ovulación) en varias de las parejas, tuvo un impacto diferenciado en las mujeres y que los estereotipos de género son incompatibles con el derecho internacional de los derechos humanos y se deben tomar medidas para erradicarlos. 

Para reparar las violaciones determinadas, entre otros, la Corte ordenó al Estado: 
i. tomar las medidas apropiadas para que quede sin efecto con la mayor celeridad posible la prohibición de practicar la fecundación in vitro; 
ii. regular los aspectos que considere necesarios para su implementación y establecer sistemas de inspección y control de calidad de las instituciones o profesionales calificados que desarrollen este tipo de técnica de reproducción asistida.
C. Caso Atala Riffo
El caso Atala Riffo se refiere a una jueza homosexual chilena, quien acabó perdiendo la custodia de sus hijas menores y sufrió un proceso disciplinario en su trabajo.
En su razonamiento, la Corte consideró que la orientación sexual es una categoría protegida por el artículo 1 de la Convención Americana, dentro de la expresión "otra condición social". Ante el argumento del Estado de que no existía consenso internacional sobre la materia y que, por tanto, el Estado tendría una margen de apreciación, la Corte respondió que tal argumento no es valido para perpetuar o reproducir la discriminación histórica y estructural y que la orientación sexual es un aspecto esencial de la identidad de la persona. Es decir, es necesario la remoción de estereotipos para atacar la discriminación. 
Sobre el tema de la familia, Corte constató que diversos órganos de tratado habían indicado que no hay un concepto cerrado de familia y no está reducido únicamente al matrimonio. 
Finalmente, la Corte Interamericana concluyó que la orientación sexual o su ejercicio no pueden constituir, bajo ninguna circunstancia, fundamento para llevar a cabo un proceso disciplinario pues no existe relación alguna entre el correcto desempeño de la labor profesional de la persona y su orientación sexual. 
Conclusión
Como conclusión, menciono la importancia de la integración de los mecanismos regionales y universales -- no tanto por promoción de los tribunales regionales, obviamente -- pero como efecto de la creciente participación de la sociedad civil, de los informes de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos y de las intervenciones informadas de los propios Estados.
Así, destaco lo informado por Argentina, Chile y Costa Rica en la última ronda del Examen Periódico Universal (UPR) sobre lo que acabo de señalar:

Argentina: puso en marcha el Programa Nacional de Asistencia para las Personas con Discapacidad en sus relaciones con la Administración de Justicia.
Costa Rica: el Poder Ejecutivo propuso un proyecto de ley para normar la técnica de la Fertilización In vitro, para dar cumplimiento al fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Además, se presentó a la Asamblea Legislativa, la reforma del capítulo de salud sexual y reproductiva de la Ley Integral de Salud. 

Chile: en julio de 2012 entró en vigor una Ley que sanciona toda forma de discriminación basada, entre otros motivos, en la raza, la nacionalidad, el idioma, la opinión política, la religión, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género o la discapacidad. 
Desde la perspectiva de un tribunal regional, lo que observo, por un lado, es una creciente utilización de estándares y criterios de interpretación del derecho internacional de los derechos humanos, y, por otro, el seguimiento de las decisiones de los tribunales regionales ante la propia ONU, como por ejemplo en el EPU, lo que fortalece no la protección de los derechos humanos de los grupos afectados por temas estructurales como los que mencioné de discapacidad y discriminación. 
�Art. 26. Desarrollo Progresivo


Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados.
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